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              PROYECTO DE RESOLUCIÓN

LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE

 BUENOS AIRES

R E S U E L V E

ARTICULO 1º: Modificase el artículo 46 -Capítulo VII- DE LAS COMISIONES- del Reglamento Interno de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires (Texto Ordenado por Resolución 3.817/2012 de la Presidencia de la Honorable Cámara de Diputados, autorizada por Resolución D 1.257/12-13), que quedará redactado de la siguiente manera:


“Artículo 46: Las comisiones permanentes de la Cámara tendrán las siguientes denominaciones:

1. Asuntos Constitucionales y Justicia. 

2. Presupuesto e Impuestos. 

3. Legislación General. 

4. Salud Pública. 

5. Educación. 

6. Ciencia y Técnica. 

7. Trabajo. 

8. Asuntos municipales. 

9. Previsión y Seguridad Social. 

10. Políticas Sociales. 

11. Derechos Humanos. 

12. Obras y Servicios Públicos. 

13. Derechos del Usuario y el Consumidor. 

14. Industria y Minería. 

15. Energía y Combustibles. 

16. Niñez, Adolescencia, Familia y Mujer. 

17. Asuntos Agrarios. 

18. Ecología y Medio Ambiente. 

19. Intereses Marítimos, Portuarios y Pesca. 

20. Asuntos del Conurbano. 

21. Asuntos Regionales y del Interior. 

22. Asuntos Culturales. 

23. Comercio Exterior. 

24. Transporte. 

25. Turismo y Deporte. 

26. Tierras y Organización Territorial. 

27. Seguridad y Asuntos Penitenciarios. 

28. Prevención de las Adicciones. 

29. Asuntos Cooperativos y Vivienda. 

30. Producción y Comercio Interior. 

31. Reforma Política y del Estado. 

32. Capacidades Diferentes. 

33. Mercosur. 

34. Juventud. 

35. Igualdad Real de Oportunidades y Trato. 

36. Asociaciones, Federaciones y Colegios Profesionales. 

37. Relaciones Parlamentarias. 

38. Labor Parlamentaria. 

39. Comunicación y Servicios Audiovisuales.

ARTICULO 2º: Modificase el artículo 48 -Capítulo VII- DE LAS COMISIONES- del Reglamento Interno de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires (Texto Ordenado por Resolución 3.817/2012 de la Presidencia de la Honorable Cámara de Diputados, autorizada por Resolución D 1.257/12-13), que quedará redactado de la siguiente manera:

                   “Articulo 48: Las comisiones se compondrán de la siguiente manera: 

Asuntos Constitucionales y Justicia y Presupuesto e Impuestos: quince (15) 

miembros. 

Legislación General; Salud Pública; Educación; Obras y Servicios Públicos y 

Asuntos Agrarios: trece (13) miembros. 

Asuntos municipales; Ecología y Medio Ambiente; Intereses Marítimos, Portuarios y Pesca; Seguridad y Asuntos Penitenciarios: once (11) miembros.

Trabajo, Energía y Combustibles; Niñez, Adolescencia, Familia y Mujer; 

Producción y Comercio Interior; Reforma Política y del Estado; Capacidades Diferentes; Mercosur;  Comunicación y Servicios Audiovisuales y Relaciones Parlamentarias: nueve (9) miembros. 

Ciencia y Técnica; Previsión y Seguridad Social; Políticas Sociales; Derechos 

Humanos; Derechos del Usuario y el Consumidor; Industria y Minería; Asuntos del Conurbano; Asuntos Regionales y del Interior; Asuntos Culturales; Comercio Exterior; Transporte; Turismo y Deporte; Tierras y Organización Territorial; Prevención de las Adicciones; Asuntos Cooperativos y Vivienda; Juventud; Igualdad Real de Oportunidades y Trato; y Asociaciones, Federaciones y Colegios Profesionales: siete (7) miembros. 

La Comisión de Labor Parlamentaria se integrará con los presidentes de bloques que forman la Cámara. 

 ARTICULO 3º: Incorporase nuevo artículo 55 Bis -Capítulo VII- DE LAS COMISIONES- del Reglamento Interno de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires (Texto Ordenado por Resolución 3.817/2012 de la Presidencia de la Honorable Cámara de Diputados, autorizada por Resolución D 1.257/12-), que quedará redactado de la siguiente manera:

           Artículo 85 Bis: Corresponde a la Comisión de Comunicación y Servicios Audiovisuales dictaminar sobre todo proyecto o asunto relacionado con  la organización, promoción y desarrollo de los sistemas de comunicación en el territorio provincial, la administración, supervisión, coordinación y prestación de los servicios postales, de telecomunicaciones, de radiodifusión, video y medios gráficos, el tratamiento de las nuevas tecnologías de comunicación. También le corresponde dictaminar sobre todo lo que concierne a la libertad de expresión, censura previa, hábeas data, derecho a réplica, y todo otro asunto referente al ramo de la información y las comunicaciones. 

ARTICULO 4º: Autorizase a la Presidencia de la Honorable Cámara a determinar el ordenamiento cronológico del articulado correspondiente al Reglamento Interno del cuerpo.  

ARTICULO 5º: De Forma.-


Fundamentos

Las comisiones permanentes tienen por objetivo establecer una especialización que redunde en la profundización de los temas y proyectos que son objeto de tratamiento legislativo. Específicamente, son los espacios institucionales facultados para debatir y dictaminar en esos proyectos. En ese sentido, así como la democracia y la tarea legislativa son procesos dinámicos que acompañan los cambios históricos, políticos y culturales de los pueblos, las comisiones legislativas, aún cuando sean de carácter permanente, deben acompañar estas transformaciones sociales cumpliendo su rol representativo. Las comisiones no son resortes institucionales de carácter abstracto sino determinadas cristalizaciones de los procesos de cambio que se producen en el seno de una sociedad.   

En las últimas décadas, una de las transformaciones socio-culturales (y, naturalmente, económico-políticas) más trascedentes es la mediatización de los procesos de comunicación. Los primeros indicios de ese cambio de época aparecen con la imprenta y la popularización del texto impreso (libros, periódicos, folletines, etc.) y son los que propician la aparición de bienes jurídicos como la “libertad de opinión” y la “libertad de expresión” -ya consagrados durante la Revolución Francesa en la Declaración Universal de los Derechos de los Hombres y los Ciudadanos-. Años después, sobreviene la reconfiguración de los medios de comunicación en empresas que intervienen en el mercado y se suma a estos postulados la noción de “libertad de prensa”, que surge muy vinculada a la necesidad de acceso al papel periódico por parte las empresas mediáticas.

Luego, la radio y la televisión cambian definitivamente el modo en que las sociedades modernas se informan, se comunican, se entretienen, se educan e intervienen en la arena pública. Entre las décadas del 40 al 60, los nuevos medios masivos de comunicación implican a la vez una renovación de las prácticas y de sentidos sociales asociados a ellos. Este proceso histórico se identifica con el surgimiento de la denominada cultura de masas. Como respuesta política y jurídica al nuevo escenario global, en el año 1948, estas nociones se plasman en el  artículo 19º del Pacto San José de Costa Rica, que establece: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”. Esta declaración es la primera que incorpora el sentido dual del derecho a la información, es decir, que equipara los roles de emisores y receptores en el proceso comunicativo, igualándolos en tanto sujetos de derecho, y a la vez poniendo en diálogo la legislación con los avances teórico-epistemológicos de los campos académicos de la Comunicación Social y la Informática. 

A partir de la consagración con carácter universal del derecho humano a la libertad de expresión, los tratados internacionales van reforzando y enfatizando esta interpretación universalista. Cabe señalar que, a partir de la reforma de la Carta Magna en 1994, estos pactos adquieren rango constitucional, lo cual determina el marco para avanzar hacia el reconocimiento del derecho a la comunicación como un derecho humano y profundizar la lucha por una nueva Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual. 

La palabra “lucha” es pertinente en la medida en que la antigua Ley de Radiodifusión N° 22.285, sancionada durante la última dictadura cívico-militar, no sólo impedía el acceso plural y permitía la censura, sino que además propiciaba la existencia de monopolios, garantizaba la impunidad de sus prácticas y anulaba la capacidad de libre competencia empresarial. La última dictadura intervino en el escenario mediático a partir de una multiplicidad de acciones: además de la Ley de Radiodifusión y la consecuente acción censora del COMFER, tomó el poder de la empresa Papel Prensa –maniobra que está denunciada de haberse hecho ilegalmente bajo tortura a los anteriores dueños y amenazas a sus familias- y se dispuso a controlar la industria del papel para diarios teniendo como socios a los dueños de los diarios Clarín, La Nación y La Razón. Así, después de un largo proceso llevado adelante por distintos colectivos y organizaciones sociales, logró derogarse la Ley de Radiodifusión N° 22.285 a partir de la sanción de la nueva Ley de Servicios Audiovisuales. 

Esta nueva ley, profundamente transformadora del status quo monopólico, plantea que: “La actividad realizada por los servicios de comunicación audiovisual se considera una actividad de interés público, de carácter fundamental para el desarrollo sociocultural de la población por el que se exterioriza el derecho humano inalienable de expresar, recibir, difundir e investigar informaciones, ideas y opiniones. La explotación de los servicios de comunicación audiovisual podrá ser efectuada por prestadores de gestión estatal, de gestión privada con fines de lucro y de gestión privada sin fines de lucro, los que deberán tener capacidad de operar y tener acceso equitativo a todas las plataformas de transmisión disponibles”.

A nivel del Estado Nacional existen dos comisiones que se abocan a estos temas relativos a la libertad de expresión, los servicios audiovisuales y la comunicación:  por un lado, la Comisión Nacional de Sistemas, Medios y Liberad de Expresión, de carácter permanente en el Senado de la Nación, y por otro la Comisión Nacional de Comunicaciones, dependiente de la Secretaría de Comunicaciones de la Nación. 

A la primera le corresponde dictaminar sobre lo que concierne a la organización, promoción y desarrollo de los sistemas de comunicación en el territorio de todo el país, la administración, supervisión, coordinación y prestación de los servicios postales, de telecomunicaciones, de radiodifusión, video y medios gráficos, el tratamiento de las nuevas tecnologías de comunicación como el campo de la informática, y la expansión del fenómeno de Internet y del correo electrónico. También le corresponde dictaminar sobre todo lo que concierne a la libertad de expresión, censura previa, secreto de las fuentes periodísticas, hábeas data, derecho a réplica, y todo otro asunto referente al ramo de la información y las comunicaciones, sin perjuicio de la competencia de las comisiones de Asuntos Constitucionales y de Derechos y Garantías y la Comisión Nacional de Comunicaciones. 

Por su parte, la Comisión Nacional de Comunicación, creada en el año 1996 como resultado de la fusión de dos Organismos: la CNT (Comisión Nacional de Telecomunicaciones) y la CNCT (Comisión Nacional de Correos y Telégrafos), tiene como competencias el control sobre los servicios de comunicaciones, los cuales comprenden tanto los de telecomunicaciones como los de servicios postales. Además del control, la fiscalización y el monitoreo, la CNC desarrolla el asesoramiento a usuarios, la sustanciación de controversias, la formulación de marcos de reglamentación y planificación, el control y la gestión de las licencias, autorizaciones, inscripciones y habilitaciones. Establece los estándares mínimos de los servicios de comunicación así como los derechos y obligaciones de los usuarios y prestadores con relación al Servicio Básico Telefónico, al Servicio de Telefonía Celular, a los Servicios Postales y Telegráficos y al Espectro Radioeléctrico, y propicia la participación ciudadana.

Por todo lo expuesto, en base a la importancia adquirida por la problemática de la libertad de expresión y comunicación y de los servicios audiovisuales, y en base a la necesidad de que las comisiones reflejen las transformaciones sociales, debe plantearse la creación de una comisión permanente de Comunicación y Servicios Audiovisuales, abocada a estas problemáticas.  en la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires. Esta comisión cumplirá las funciones de proponer y debatir proyectos de ley a la Legislatura provincial con incumbencia al derecho a la información y la comunicación que sostiene la Constitución Provincial en coincidencia con los preceptos de la Ley Nacional Nº 26.522, cuyo alcance es: “la regulación de los servicios de comunicación audiovisual en todo el ámbito territorial de la República Argentina y el desarrollo de mecanismos destinados a la promoción, desconcentración y fomento de la competencia con fines de abaratamiento, democratización y universalización del aprovechamiento de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación.” Por otra parte, y específicamente, la comisión tendrá como fin velar por el cumplimiento del alcance general de la Ley Nacional N° 26.522 en lo atinente a la jurisdicción provincial, en particular los asuntos mencionados en el art. 11, que establece que cada provincia debe fijar la sede jurisdiccional de la Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual; art. 16, que establece los mecanismos de conformación del Consejo Federal de Comunicación Audiovisual que son designados por el Ejecutivo Nacional a propuesta de los sectores y jurisdicciones que la integran; art. 21, que refiere al necesario equilibrio entre los prestadores, comerciales, de servicios públicos y comunitarios y sus particularidades como licenciatarios y permisionarios; arts. 63 y 64, que estipulan las pautas asociativas para la construcción de redes de radio y televisión y establece los derechos y obligaciones de los Estados Provinciales en este sentido; art. 65, que fija un mínimo del 70% de contenidos de producción nacional; arts. 75 y 76, que versan sobre la cadena nacional y provincial y los anuncios de interés público; arts. 88 y 89, que establecen la adjudicación de nuevas licencias teniendo en cuenta los intereses de la política de comunicación, nacional y de las jurisdicciones provinciales y municipales; art. 98, que trata sobre la posibilidad de reducir gravámenes para los productores locales de ficción y piezas de arte audiovisuales; art. 122, que trata sobre la obligación de Radio y Televisión Argentina de asegurar la cobertura de la comunicación local; art. 124, que se refiere la creación del Consejo Consultivo Provincial; art. 153, que establece políticas públicas estratégicas para la promoción y defensa de la industria audiovisual con sentido de equidad federal y 163. También, desde la directrices fundamentales que quedan expuestas en los artículos 1º; 2º y 3º de la menciona Ley y en el marco de los artículos 11º; 12º, inc. 4 y 13  de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires. 

Además, resulta gravitante señalar que la Ley N° 26.522 prevé que un 33% del espectro, tanto en televisión como en radio, corresponderá a las personas de existencia ideal sin fines de lucro (o tercer sector), otro tanto al sector privado e igual porcentaje para el sector público. Estipula también que el Estado se reservará la cantidad de licencias necesarias para asegurar el cumplimiento de los objetivos de RTA S.E. para cada Estado provincial y para la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y que éstos últimos reservarán para sí una licencia radiofónica de amplitud modulada (AM); en caso de la Provincia de Buenos Aires, se trata de Radio Provincia AM1270. Es decir, que nuestra Provincia no sólo tendrá la necesidad sino también la obligación de crear instrumentos legislativos específicos para la implementación plena de la de Servicios Audiovisuales, N° 26522.

Cabe precisar, además, que durante este año se creó la Comisión de Medios y Libertad de Expresión en el Senado de la Provincia de Buenos Aires.

Por ello, se propone crear la Comisión Permanente de Comunicación y Servicios Audiovisuales (por lo que podrá sesionar y despachar cualquier asunto de su competencia durante todo el año), a los efectos de proporcionar a la Legislatura Provincial un instrumento de calificación para hacer uso de su capacidad de regulación de los canales y sistemas provinciales de medios de comunicación, incluidos los medios gráficos, y todos los procesos de producción, circulación y consumo de información.  

Dicha Comisión estará compuesta por 9 integrantes y sera la encargada de dictaminar en todo proyecto o asunto relacionado con  la organización, promoción y desarrollo de los sistemas de comunicación en el territorio provincial, la administración, supervisión, coordinación y prestación de los servicios postales, de telecomunicaciones, de radiodifusión, video y medios gráficos, el tratamiento de las nuevas tecnologías de comunicación. También le corresponde dictaminar sobre todo lo que concierne a la libertad de expresión, censura previa, hábeas data, derecho a réplica, y todo otro asunto referente al ramo de la información y las comunicaciones.
Por todo lo expuesto, solicito a los señores diputados que acompañen con su voto el presente proyecto de ley.

Provincia de Buenos Aires


Honorable Cámara de Diputados





Provincia de Buenos Aires


Honorable Cámara de Diputados








